




















 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Sustanciador: Dr. Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 
 

EXPEDIENTE: 54001-23-33-000-2022-00238-00 

DEMANDANTE: HUMBERTO DE JESUS SEGURO SEGURO 

DEMANDADO: NACIÓN - FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN  

MEDIO DE 
CONTROL:  

CUMPLIMIENTO DE NORMAS CON FUERZA MATERIAL DE LEY O 
DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 

 

 

Ingresa al Despacho la actuación con informe secretarial, observándose correo 

electrónico del 16 de diciembre de 20221, con memorial presentado por la parte 

accionante: “ref: silencio administrativo positivo (..) causal: existir, apelación, 

recusación y queja (..) concedame la apelación interpuesta el 15-11-2022 (…)”. 

 

Mediante providencia que antecede a la actuación que data del 7 de diciembre de 

20222, la Sala de Decisión 002 de la Corporación resolvió rechazar la demanda, 

decisión que fue notificada mediante estado electrónico del 13 de diciembre de 

20223. 

 

De lo poco que se logra inferir del contenido del escrito presentado por la parte 

accionante, es la voluntad de cuestionar nuevamente la providencia que rechazó 

por improcedente el “recurso  de  impugnación subcidiado (sic) con queja” propuesto 

mediante correo electrónico del 15 de noviembre del año en curso, en contra del 

auto que le ordenó a la parte accionante corregir la demanda, y no reponer tal 

decisión; además, que el Despacho está impedido para conocer de la acción y la 

forma de notificación de las decisiones que se han adoptado en el asunto. 

 

Conforme lo reglado en el artículo 243 numeral 14 de la Ley 1437 de 2011 –CPACA- 

modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, procede el recurso de 

apelación contra el auto proferido en primera instancia que rechace la demanda, el 

cual debe ser sustentado e interpuesto de manera oportuna dentro de los tres (3) 

días siguientes a su notificación por estado, de acuerdo a lo establecido por el 

artículo 244 de la Ley 1437 de 2011 -CPACA- modificado por el artículo 64  de la 

Ley 2080 de 2021, numeral 3. 

 

Así pues, por haber sido presentado dentro del término legalmente establecido y en 

aras de garantizar los postulados constitucionales del debido proceso y acceso a la 

administración de justicia, se dispone, conceder el recurso de apelación en el efecto 

suspensivo para ante el H. Consejo de Estado, en contra del auto que resolvió 

rechazar la demanda de la referencia. 

                                                           
1 PDF. 021Escrito accionante. 
2 PDF. 01922- 238 (CUMPLIMIENTO) VS FISCALIA - RECHAZA DEMANDA POR FALTA DE CORRECCION. 
3  PDF. 020Fijación Estado. 
4 “ARTÍCULO 243. APELACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente:> Son apelables las sentencias de primera instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (..) 1. 
El que rechace la demanda o su reforma, y el que niegue total o parcialmente el mandamiento ejecutivo” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#62
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En consecuencia, remítase al H. Consejo de Estado el expediente digital para el 

trámite del recurso de apelación que aquí se concede, previas las anotaciones 

secretariales de rigor.  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER

San José de Cúcuta, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Radicado No.: 54001-3340-009-2016-01164-01
Demandante: Francisco Antonio Fornes Guevara.
Demandado: Nación — Rama Judicial — Dirección Ejecutiva de

Administración Judicial de Cúcuta.

Los suscritos Magistrados integrantes de esta Corporación HERNANDO AYALA
PENARANDA, EDGAR ENRIQUE BERNAL JAUREGUI, MARIA JOSEFINA
IBARRA RODRIGUEZ, CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ y ROBIEL AMED VARGAS
GONZÁLEZ, debemos manifestar que nos encontramos impedidos para conocer de
este proceso en segunda instancia, al advertir que estamos incursos en la causal
de impedimento prevista en el numeral 1 del articulo 141 del Código General del
Proceso, pues nos asiste un interés indirecto, tal como pasa explicarse:

El señor Francisco Antonio Fornes Guevara, a través de apoderado judicial,
interponen demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en contra de la
Nación — Rama Judicial — Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, solicitando
se declare nulidad de la Resolución No. DESAJCUR 16-2245 de fecha 23 de junio
de 2016, que resolvió de fondo el derecho de petición del 17 de junio de 2026, el
cual negó el respectivo reconocimiento y pago de la bonificación judicial; y que se
declare la existencia del acto ficto negativo del recurso de apelación contra la
Resolución No. DESAJCUR 16-2245 de fecha 23 de junio de 2016.

Al señor Juez Ad hoc Noveno Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Cúcuta,
le correspondió conocer de la presente demanda, donde profirió sentencia con fecha
25 de febrero del 2022, mediante la cual se declaró la nulidad del acto administrativo
demandado, y declaró la existencia del acto administrativo ficto negativo por no
resolverse el recurso de apelación en su oportunidad, y como consecuencia de lo
anterior se condenó a la Nación — Rama Judicial, al reconocimiento, reliquidación,
reajuste y pago de todas las prestaciones sociales, de manera retroactiva a que
tiene derecho el demandante para el señor Francisco Antonio Fornes Guevara a
partir del 17 de junio de 2013; frente a lo cual la parte demandada interpuso el
recurso de apelación contra esta decisión de primera instancia que se encuentra
pendiente de resolver por este Tribunal.

Por lo brevemente expuesto, consideramos que nos asiste un interés indirecto en
las resultas del proceso de la referencia, en la medida en que en nuestra condición
de funcionarios judiciales también tendríamos la convicción y aspiración de que
todas las bonificaciones judiciales que recibimos sean tenidas en cuenta como
factor salarial para la liquidación de nuestras prestaciones sociales y pensionales,
lo cual conlleva a concluir que nuestro juicio de valor en el presente proceso no
resultara imparcial y objetivo.

Estima la Sala pertinente tener en cuenta que la Sala Plena de la Sección Tercera
mediante auto del 20 de septiembre de 20171, aceptó el impedimento planteado por
la Sala Plena de la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, para conocer de un

'Auto proferido dentro del expediente rad: 25000-23-42-000-2013-00353-02 (58978), actor Luis Alberto
Alvarez Parra, M.P. Dr Guillermo Sánchez Luque.
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Radicado: 54-001-33-40-009-2016-01164-01
Auto declara impedimento

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho en el cual un Magistrado del
Tribunal Administrativo de Cundinamarca solicitaba la nulidad de un acto
administrativo mediante el cual se le había negado la solicitud de reliquidación y
pago del salario conforme a lo establecido en el Decreto 610 de 1998.

Ahora bien, dado que el impedimento comprende a todos los Magistrados de este
Tribunal, habrá de enviarse el expediente a la Sección Segunda del H. Consejo de
Estado, a fin de que se decida el mismo, tal como lo prevé el artículo 131, numeral
5 del CPACA.

Por lo anteriormente expuesto, nos declaramos impedidos para conocer del
presente asunto, procediendo de conformidad con lo establecido en el numeral 5
del artículo 131 del CPACA, a remitir el expediente al Honorable Consejo de Estado
— Sección Segunda, a fin de que se pronuncie sobre los impedimentos planteados.

En consecuencia se dispone:

Por Secretaría, y previas las anotaciones secretariales de rigor, remítase el presente
expediente al H. Consejo de Estado — Sección Segunda, a efectos de que se
pronuncie sobre los impedimentos planteados por los Magistrados del Tribunal
Administrativo de Norte de Santander para conocer del proceso de la referencia.

CÚMPLASE
Al
t 4

RIBIEL A V h GA OON.7ALEZ
4/

Mag trado

HERNANDO A A PEFIARANDA
Magist do

M5ÑÍA J A IBARRA RODRÍGUEZ
Magistrada

A,offe
DGAR RIQUE %ERNAL JAUREGUI

Ma ctry, •

albeado



















 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Sustanciador: Dr. Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 

 
 

RADICADO: 54001-23-33-000-2021-00088-00 

ACCIONANTE: EDUAR ESNEIDER REALPE RAMIREZ Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 
Ingresa el expediente al Despacho, con la prueba pericial elaborada por parte de la 

Junta Regional de Calificación de Invalidez de Norte de Santander1, acerca de la 

merma de la capacidad laboral del señor EDUAR ESNEIDER REALPE RAMIREZ 

(C.C. 1.151.935.543). 

 

Al respecto, el artículo 219 de la Ley 1437 de 2011 CPACA modificado por el 

artículo 55 de la Ley 2080 de 20212, establece que cuando el dictamen pericial sea 

solicitado por las partes, su práctica y contradicción, en lo no previsto en esta ley, 

se regulará por las normas del dictamen pericial decretado de oficio del Código 

General del Proceso. 

 

De tal manera que, atendiendo que el dictamen fue rendido por la Junta Regional 

de Calificación de Invalidez, en aplicación de lo consagrado en el artículo 228 del 

                                                 
1 Las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, creadas mediante los artículos 41,42 y 43 de 
la Ley 100 de 1993, son organismos del Sistema de la Seguridad Social Integral del orden nacional, de creación 
legal, adscritas al Ministerio del Trabajo con personería jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, de 
carácter interdisciplinario, sujetas a revisoría fiscal, con autonomía técnica y científica en los dictámenes peri-
ciales, cuyas decisiones son de carácter obligatorio, Se rigen por el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Trabajo,Decreto1072 de 2015, Titulo 5 , Capitulo 1. 
2  “ARTÍCULO 219. PRÁCTICA Y CONTRADICCIÓN DEL DICTAMEN PERICIAL SOLICITADO POR LAS 
PARTES. <Artículo modificado por el artículo 55 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> 
Cuando el dictamen pericial sea solicitado por las partes, su práctica y contradicción, en lo no previsto en esta 
ley, se regulará por las normas del dictamen pericial decretado de oficio del Código General del Proceso. 
En la providencia que decrete la prueba, el juez o magistrado ponente le señalará al perito el cuestionario que 
debe resolver, conforme con la petición del solicitante de la prueba. 
Rendido el dictamen, permanecerá en la secretaría a disposición de las partes hasta la fecha de la audiencia 
respectiva, la cual solo podrá realizarse cuando hayan pasado por lo menos quince (15) días desde la 
presentación del dictamen. Para los efectos de la contradicción del dictamen, el perito siempre deberá asistir a 
la audiencia. 
El término mencionado podrá ampliarse por el plazo que requiera la entidad pública para contratar asesoría 
técnica o peritos para contradecir el dictamen. En este caso el apoderado de la entidad deberá manifestar, 
dentro del lapso indicado en el inciso anterior, las razones y el plazo. El juez o magistrado ponente decidirá 
sobre la solicitud. 
PARÁGRAFO. En los casos en que el dictamen pericial fuere rendido por una autoridad pública, sea aportado 
o solicitado por las partes o decretado de oficio, el juez o magistrado ponente podrá prescindir de su 
contradicción en audiencia y aplicar lo dispuesto en el parágrafo del artículo 228 del Código General del 
Proceso. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#55
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#55
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr005.html#228


 

CGP3, por autorización del parágrafo del artículo 219 de la Ley 1437 de 2011 CPACA 

modificado por el artículo 55 de la Ley 2080 de 2021, se dispone prescindir de su 

contradicción en audiencia y correr traslado del dictamen pericial en mención a la 

contraparte por el plazo de tres (3) días. 

 

Una vez cumplido lo anterior, ingresar inmediatamente el expediente al Despacho 

para proveer. 

 

 

                                                 
3 La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, 
aportar otro o realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse dentro del término de traslado del escrito 
con el cual haya sido aportado o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la 
providencia que lo ponga en conocimiento”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#55


 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 

 
 

EJECUCIÓN DE SENTENCIA  
 

Expediente: 54-001-33-31-004-2008-00326-00 

Ejecutante: Javier Francisco Lizcano Rivas 

Ejecutado: Nación – Procuraduría General de la Nación   

Asunto: Auto admite recurso 

 
 

En atención al informe secretarial que antecede, encuentra el 
Despacho que lo procedente es ADMITIR el recurso de apelación 

presentado por la entidad ejecutada, contra la sentencia proferida el 
día catorce (14) de octubre de dos mil veintidós (2022) por el 

Juzgado Cuarto Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, pues de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 322 del Código General 

del Proceso, cuando la sentencia sea proferida en audiencia, la parte 
interesada debe interponer el recurso al momento de la diligencia y 

precisar de manera breve, los reparos concretos contra la decisión, 
bien en la misma audiencia, o “dentro de los tres días siguientes a su 

finalización”, como en efecto ocurrió en el presente caso.  
 

 

En consecuencia, se dispone: 
 

 
PRIMERO: ADMITIR el recurso de apelación presentado por la 

entidad ejecutada, contra la sentencia proferida el día catorce (14) de 
octubre de dos mil veintidós (2022) por el Juzgado Cuarto 

Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, de conformidad con lo 
establecido en el Artículo 327 del Código General del Proceso y las 

razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

 



 
 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
Magistrado Sustanciador: Carlos Mario Peña Díaz 

San José de Cúcuta, dieciséis (16) de diciembre del dos mil veintidós (2022) 
 
 
RADICADO: 54-001-23-33-000-2015-00094-00 
DEMANDANTES: MARÍA ILSE PÉREZ ÁLVAREZ Y OTROS 

DEMANDADOS: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL:  ACCIÓN DE GRUPO 

 
 
i) Teniendo en cuenta que en el expediente ya obran los informes periciales 

previamente decretados por el Despacho, visibles en los archivos digitales No. 035 

y 045, se correrá traslado a las partes para que ejerzan su derecho de 

contradicción.  

 

ii) Respecto al dictamen de avalúo presentado por el perito Rigoberto Amaya 

Márquez, hay lugar a fijar los honorarios de acuerdo con la tarifa oficial y serán a 

cargo del Fondo para la Defensa de los Derechos  e  Intereses  Colectivos  de la  

Defensoría  del  Pueblo,  con base en lo dispuesto en el Acuerdo No. 1852 de 4 de 

Junio de 2003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 

mediante el cual se modificó los artículos 26, 28 y 37 del Acuerdo 1518 de 28 de 

agosto de 2002, a través del cual se estableció el régimen y los honorarios de los 

auxiliares de la justicia. 

 

Así las cosas, con fundamento en el artículo 6.1.1. del Acuerdo No. 1852 de 2003 

se fijarán los honorarios del perito avaluador Rigoberto Amaya Márquez en cuantía 

de 12 SMLMV, los cuales deberán ser pagados por el Fondo para la Defensa de 

los Derechos e Intereses Colectivos de la Defensoría del Pueblo. 

 

iii) Por otra parte, se procederá a fijar fecha y hora para realizar la audiencia para 

la recepción de los testimonios de los señores Bernardo Sandoval Ayala, Francisco 

Anaya Jaimes, Luis Carrascal Camargo, Camilo González Torres, Jackson Castillo 

Valencia, Luis Castro Niño, Jairo Sepúlveda Carrascal, José Yañez Díaz, quienes 

fungían como Patrulleros de la Policía Nacional para la época de los hechos.  

 

En consecuencia, el Despacho No. 003 del Tribunal Administrativo de Norte 

de Santander, dispone: 

 

PRIMERO: Córrase traslado a las partes por el término de tres (3) días, de los 

informes técnicos rendidos por los peritos Henry Alberto Reyes Mora y Rigoberto 

Amaya Márquez, visibles en los archivos digitales No. 035 y 045 respectivamente.  
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SEGUNDO: Fíjese como honorarios del auxiliar de la justicia Rigoberto Amaya 

Márquez la cuantía de 12 SMLMV, los cuales deberán ser pagados por el Fondo 

para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos de la Defensoría del 

Pueblo. 

 

TERCERO: Fíjese el día dieciséis (16) de marzo de dos mil veintitrés (2023) a 

las 09:00 a.m. como fecha y hora para recepcionar los testimonios de los señores 

Bernardo Sandoval Ayala, Francisco Anaya Jaimes, Luis Carrascal Camargo, 

Camilo González Torres, Jackson Castillo Valencia, Luis Castro Niño, Jairo 

Sepúlveda Carrascal, José Yañez Díaz.  

 

Teniendo en cuenta lo solicitado por el doctor Guber Alfonso Zapata, las boletas de 

citación se remitirán al correo del apoderado judicial de la Policía Nacional, para 

que a través del Área de Talento Humano de la Policía Metropolitana de Cúcuta se 

hagan llegar a los deponentes y contribuyan con su comparecencia a la audiencia 

a través de medios tecnológicos. Asimismo, el apoderado de la Policía Nacional 

indicará al Despacho con no menos de 10 días de antelación a la audiencia, el 

correo electrónico de cada testigo a efectos de que se pueda realizar la 

respectiva coordinación para la conexión a la diligencia.  

 

De igual forma, las citaciones se remitirán al apoderado de la parte demandante 

por ser quien solicitó el decreto de la prueba, para que, en coordinación con la 

entidad demandada, contribuya igualmente con la comparecencia de los testigos 

en la fecha señalada, y para que igualmente preste atención sobre la comunicación 

al Despacho de los correos electrónicos a los que debe enviarse la respectiva 

invitación.  

 

En las boletas de citación deberá advertirse a los testigos que la inasistencia dará 

lugar a las sanciones previstas en el artículo 218 del Código General del Proceso. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 

Magistrado  



 

 
 
 
 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 
Magistrado Ponente: Dr. CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

 

 

RADICADO: 54-001-23-33-000-2022-00249-000 
DEMANDANTES: DORIS CAROLINA HOYOS GAITÀN   
DEMANDADO: 
MEDIO DE CONTROL: 

NACIÓN –MINISTERIO DE TRÀNSITO Y TRANSPORTE 
Y OTROS  
REPARACIÓN DIRECTA 

 
Una vez efectuado el análisis para proveer la admisión de la demanda de la 
referencia, el Despacho procederá a declararse sin competencia para conocer del 
asunto, decisión respecto de la cual previamente se deben efectuar las siguientes,  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
Lo primero que debemos poner de presente es que el artículo 157 de la Ley 1437 de 
2011 –en adelante CPACA-, modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 de 2021, 
consagra: 

 
“Artículo 32. Modifíquese el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará 
así:  
 
Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de la competencia, 
cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de la multa 
impuesta o de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha 
por el actor en la demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación 
de los perjuicios inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se 
reclamen.  
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, 
que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, causados hasta la presentación de aquella.  
 
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor. (…) 
 
Parágrafo. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre vigente en la 
fecha de la presentación de la demanda. 
 

Quiere significar lo anterior, que para efectos de la competencia, la cuantía se 
determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, sin que 
en ello puedan considerarse la estimación de los perjuicios inmateriales, salvo que 
estos últimos sean los únicos que se reclamen.  
 
Así mismo, preceptúa que para los efectos aquí contemplados, cuando en la 
demanda se acumulen varias pretensiones, la cuantía se determinará por el valor 
de la pretensión mayor y que la cuantía tomará en cuenta los frutos, intereses, 
multas o perjuicios reclamados como accesorios, causados hasta la presentación de 
la demanda.  
De tal forma que al solicitarse en la demanda perjuicios morales y perjuicios 
materiales, debemos determinar cuál de estos –con exclusión de los perjuicios 
morales-, se constituye como la pretensión mayor y así concluir si contamos con 
competencia para el conocimiento de tal asunto.  



RADICADO: 54-001-23-33-000-2022-00242-00 
Auto         

__________________________________________________________________________________ 

 

  
Al analizar el objeto del asunto, se observa que fueron solicitados a título de 
pretensiones por la parte demandante:  
 

 
 
Más adelante, en el acápite denominado “CUANTIA”, el apoderado judicial solicitó lo 
siguiente:  
 

 
 
A efectos de determinar la competencia por el factor cuantía, el Despacho tendrá en 
cuenta los perjuicios materiales peticionados a favor de cada demandante, para 
determinar cuál pretensión se constituye en la mayor, así:  
  

• A título de daño emergente, esto es, el valor comercial del vehículo y valor del 
cupo por un total de ochenta millones de pesos $80.000.000. 



RADICADO: 54-001-23-33-000-2022-00242-00 
Auto         

__________________________________________________________________________________ 

 

• A título de lucro cesante, traducido en lo dejado de percibir desde el año 2012 
a 2022 cuatrocientos noventa y ocho millones cuatrocientos diez mil 
novecientos cincuenta y ocho pesos $498.410.958. 

• Totalidad de perjuicios materiales: $578.410.958. 
 

Entonces, la pretensión mayor en éste caso, corresponde a cuatrocientos noventa y 
ocho millones cuatrocientos diez mil novecientos cincuenta y ocho pesos 
$498.410.958, esto es, (498,4 SMLMV), por concepto de perjuicios materiales en la 
modalidad de lucro cesante.  
 
Así pues, comoquiera que a la luz de lo dispuesto en el artículo 155, numeral 6 del 
C.P.A.C.A, los jueces administrativos conocen en primera instancia, entre otros 
asuntos de “los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u 
omisión de los agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes”, éste proceso es de 
competencia de los jueces administrativos Orales del Circuito Judicial de Cúcuta  por 
razón de la cuantía.  
 
Así mismo, se advierte al no contar con la competencia legal para el conocimiento 
del presente asunto en primera instancia, no se revisará si la demanda se ajusta o no 
a las previsiones señaladas en el artículo 162 y siguientes del CPACA, pues dicha 
labor corresponde al Juez que avoque el conocimiento de esta causa judicial.  
 
De tal manera, que se declarará la falta de competencia para el conocimiento del 
presente asunto en primera instancia, y se dispondrá remitir el expediente a la oficina 
de apoyo judicial de la ciudad de Cúcuta para que proceda a efectuar el reparto del 
mismo entre los señores Jueces Administrativos Orales del Circuito Judicial de 
Cúcuta.   
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, el Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander, 
 

R E S U E L V E 
 

 
PRIMERO: DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA por el factor cuantía, para 
conocer en primera instancia el proceso de la referencia, de acuerdo a las 
consideraciones que anteceden.  
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso de la referencia a la Oficina de Apoyo Judicial de 
Cúcuta, para que proceda a efectuar el reparto del mismo entre los señores Jueces 
Administrativos Orales del Circuito Judicial de Cúcuta. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

Magistrado.- 
 



 
Tribunal Administrativo de Norte de Santander 

San José de Cúcuta, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 
Magistrado Ponente: Carlos Mario Peña Díaz  

 

 

RADICADO: No. 54-001-23-33-000-2022-00186-01 

DEMANDANTE: JOSE GUSTAVO SÀNCHEZ SÀNCHEZ  

DEMANDADO: NACIÒN –DIAN  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Seria del caso proveer sobre la admisión de la demanda, sino advierta el Despacho 

la necesidad de efectuar un requerimiento previo, bajo las siguientes,  

 

I. CONSIDERACIONES 

 

Sea lo primero señalar, que el artículo 166 del CPACA, numeral 5, indica que deberá 

acompañarse como anexos, la copia de la demanda y sus anexos para la 

notificación de las partes y el Ministerio Público.  

 

A su turno, el artículo 89 del CGP, prevé sobre la presentación de la demanda, que 

podrá adjuntarse como mensaje de datos para el archivo del juzgado y el traslado 

de los demandados, sin que se requiera la presentación física donde se haya 

habilitado el plan de justicia digital. Para tal efecto, al momento de la presentación, 

el Secretario verificará la exactitud de los anexos enunciados y si no estuvieren 

conformes con el original los devolverá para que se corrijan.    

“ARTÍCULO 89. PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. <Ver Notas del Editor> La demanda se entregará, 

sin necesidad de presentación personal, ante el secretario del despacho judicial al que se dirija o de la 

oficina judicial respectiva, quien dejará constancia de la fecha de su recepción. 

Con la demanda deberá acompañarse copia para el archivo del juzgado, y tantas copias de ella y de sus 

anexos cuantas sean las personas a quienes deba correrse traslado. Además, deberá adjuntarse la 

demanda como mensaje de datos para el archivo del juzgado y el traslado de los demandados. Donde se 

haya habilitado en Plan de Justicia Digital, no será necesario presentar copia física de la demanda. 

Al momento de la presentación, el secretario verificará la exactitud de los anexos anunciados, y si no 

estuvieren conformes con el original los devolverá para que se corrijan. 

PARÁGRAFO. Atendiendo las circunstancias particulares del caso, el juez podrá excusar al demandante 

de presentar la demanda como mensaje de datos según lo dispuesto en este artículo.” 

Revisado el archivo digital No. 002 de la demanda, evidenció el Despacho que el 

contenido del documento es ilegible, de difícil comprensión, al parecer por 

circunstancias asociadas al formato de escaneo, que no permiten realizar el estudio 

de admisión.  
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De las anteriores citas se logra establecer, que aunque en virtud del plan de justicia 

digital, los procesos son recepcionados en medio magnético, lo cierto es, que por 

Secretaria debió verificarse que el contenido de la demanda, superara los criterios 

de autenticidad, legibilidad y claridad, so pena de la devolución para la corrección 

respectiva.  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta, que dicha circunstancia no aconteció, pues el 

documento No. 002 no es legible, habrá de requerirse a la parte demandante, para 

que en el término de cinco (05) días, contados a partir de la notificación del presente 

auto, allegue la demanda y sus anexos en forma digital nuevamente, para proveer 

sobre la admisión.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

 

CARLOS MARIO PEÑA DIAZ  

Magistrado.- 


